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RESUMEN 
La presente tesis esta denominada “Afectación del principio de presunción de 
inocencia respecto del tratamiento penal actual del delito de omisión a la asistencia 
familiar”, el cual se desarrolla en el Perú. El delito de omisión a la asistencia familiar, 
se aplica bajo la teoría del deber de asistencia, que es el bien jurídico protegido, 
destacando que dicho delito omisivo se aplica en base al accionar que se puede 
realizar, pero no se hace, dejando en exclusión a aquellos que se encuentran con la 
imposibilidad de realizarlo, en menester a la presunción de inocencia. A lo cual el 
Ministerio Publico deberá comprobar la capacidad económica del imputado, para que 
pueda accionar en base a la certeza en un pronunciamiento. 
El presente trabajo es de tipo descriptivo no experimental; teniéndose como 
población, a Fiscales Penales del Ministerio Publico del Distrito Fiscal Piura, los 
cuales son una población definida de 45 Fiscales, a los mismos que se les aplico el 
instrumento de recolección de datos concerniente a una encuesta de manera censal, 
obteniéndose como resultados que una mayoría porcentual de los encuestados, 
determinan como incorrecto el tratamiento del delito de omisión a la asistencia 
familiar en el Perú; y además, complementándose que se el Ministerio Publico debería 
demostrar la capacidad económica del imputado, para emitir un pronunciamiento en 
base de la certeza y no de la probabilidad. 
Como parte final, se aprecian conclusiones referentes a que se ha confirmado la 
hipótesis, respecto de que existe una afectación del principio de presunción de 
inocencia producto del tratamiento penal del delito de omisión a la asistencia familiar 
en el Perú, en el cual se omite el accionar del Ministerio Publico de comprobar la 
capacidad del imputado, el cual representa un elemento de convicción importante y de 
certeza, para un pronunciamiento fundado. 
Palabras Claves: Delito omisión a la asistencia familiar, presunción de 




This thesis is called "Affectation of the principle of presumption of innocence 
with respect to the current criminal treatment of the crime of omission to family 
assistance", which takes place in Peru. The crime of omission to family assistance, is 
applied under the theory of duty of assistance, which is the protected legal good, 
highlighting that said omisive crime is applied based on the action that can be 
performed, but not done, leaving in exclusion to those who find it impossible to do it, 
in need of the presumption of innocence. To which the Public Ministry must verify the 
economic capacity of the accused, so that he can act on the basis of certainty in a 
pronouncement. 
The present work is of a non-experimental descriptive type; having as a 
population, Criminal Prosecutors of the Public Prosecutor of the Fiscal District Piura, 
which are a defined population of 45 Prosecutors, to which the data collection 
instrument concerning a census survey was applied, obtaining as results that a 
percentage majority of the respondents, determine as incorrect the treatment of the 
crime of omission to family assistance in Peru; and in addition, complementing that 
the Public Ministry should demonstrate the economic capacity of the accused, to issue 
a statement based on certainty and not probability. 
As a final part, conclusions regarding the hypothesis have been confirmed, that 
there is an affectation of the principle of presumption of innocence resulting from the 
criminal treatment of the crime of omission to family assistance in Peru, in which the 
actions of the Public Ministry to verify the capacity of the accused, which represents 
an element of important conviction and certainty, for a well-founded statement. 
Keywords: Crime omission to family assistance, presumption of innocence, 
economic capacity of the accused, Public Ministry and effective proceedings. 
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I. INTRODUCCIÓN 
La presente investigación se funda en la cotidianidad jurídica del ámbito de 
aplicación del tratamiento penal actual del Delito de Omisión a la Asistencia Familiar, en 
donde el órgano fiscal se está eximiendo de su obligación de investigar, en lo referente de 
la capacidad económica idónea que pueda tener el investigado, lo cual está generando una 
actuación desnaturalizada de sus acciones y deberes legales, que conllevan una inapropiada 
objetividad y legitimidad al momento de aplicar dicho tratamiento. Esta inadecuada 
aplicación del órgano fiscal, a los casos de omisión a la asistencia familiar, genera un 
perjuicio jurídico social, que impregna a no poderse extinguir. 
Este delito, se presenta ante la insistencia de la omisión o incumplimiento del 
obligado a prestar alimentos, que según Villanueva (2015), esto conlleva como requisito de 
iniciación, la previa actuación del juzgado de paz letrado, el cual adecua aquellos 
elementos necesarios para requerir mediante resolución sentenciadora el pago del derecho 
alimentario Pensiones, y que ante su omisión o incumplimiento del obligado civilmente y 
previo consentimiento del apercibimiento, se derivan los elementos obtenidos en sede 
judicial civil a la Fiscalía Penal, para que proceda según sus funciones, propio de tal 
incumplimiento a una obligación de  judicial. 
Ahora, en sede penal, el órgano fiscal se adecua a los elementos existentes y 
obtenidos por el juzgado competente y antecesor; ello bajo la idea en la cual erróneamente 
y propio de la probabilidad y supuesta lógica común del órgano judicial respecto de la 
voluntad omisiva del imputado, la misma que se genera por una imposibilidad de diferente 
índole en el imputado limitando su capacidad económica, por lo que este órgano está 
generando un tratamiento penal inobjetivo que afecta la presunción de inocencia, que a 
criterio de Alva (2018), es además un pilar base de un adecuado juzgamiento o debido 
proceso y propio de la objetividad que debe existir en el tratamiento penal del Ministerio 
Publico. A lo referente de este principio, se establece que el órgano fiscal, Ministerio 
Publico; tiene el deber funcional y jurídico de indagar por intermedio de su etapa previa de 
investigación, las ideas respecto de los hechos de extinción o atenuación de la 
responsabilidad plausible, que concierne a la defensa si bien es cierto, pero que es 
meritorio y necesario propio del mencionado principio, que se corrobore.  
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Ahora, como se sabe que el Principio de Presunción de Inocencia, es una directriz 
que permite un balance en un juzgamiento, entiéndase a este como el acto general que 
incluye la denuncia, la investigación fiscal, pronunciamiento y decisión judicial; mediante 
el cual se puede generar un razonable y objetivo juicio que permita una motivada y debida 
sentencia, siendo necesarios todos estos elementos. Castillo (2018), agrega que este 
principio y derecho se funda en la valoración y amparo de la libertad individual, teniendo 
la iniciativa de generar la protección y prevención de todo acto que vulnere a la misma, 
creándose una seguridad jurídica y otorgándosele una categoría de constitucionalidad. 
El imputado en el delito antes descrito, debe ser considerado bajo las adecuaciones 
del principio de presunción de inocencia, que bajo el modelo acusatorio que rige a nuestro 
estado, es el órgano fiscal el encargado de probar toda aquella acción u omisión que 
conlleve a ser sancionada, destruyendo la presunción de inocencia, en tal discernimiento, 
Cerrón (2018). Al caso en tenor, según Hidalgo (2016), es la condición o capacidad 
económica que ostenta el imputado, la cual debe ser demostrada y expuesta para una 
exigencia que obtenga el cumplimiento del objeto del tipo penal. 
En el ámbito internacional, el autor Moran (2016), en su estudio titulado “La Falta de 
Ordenamientos Legales en el Establecimiento justo de la Pensión Alimenticia Provisional” 
en México, argumenta que una vez iniciado un proceso, los preceptos normativos deberán 
al ser fijados en un caso cualquiera, se encuentra con la realidad de la existencia de un 
problema muy crítico, pues ante la poca consistencia de disposiciones, se deja al criterio de 
un tercer supuestamente imparcial, llamado juez; el mismo que bajo su convicción 
generada por los elementos existentes versa su voluntad, para adecuar todo parámetro 
judicial a favor del interés superior del menor, discriminando el estado económico actual 
de los obligados a los que se les requiere el cumplimiento, observándose una vulneración 
del principio procesal base, la igualdad. 
Almeida (2015), en su investigación titulada “La Presunción de Inocencia y Prisión 
Preventiva en el proceso penal Ecuatoriano”, en Ecuador, donde se señala que es innegable 
el hecho que las apreciaciones e implicancias que realizan los poderes u órganos de 
justicia, generan una agresión dinámica al empleo y aplicación de la legitimidad en la 
presunción de inocencia, siendo el hecho que factores externos y convicciones de 
probabilidad, sean suficientes para estos organismos, al punto de valerse de ellos con la 
convicción de que generan la suficiente conceptualización y amparo al hecho de que no se 
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necesiten o se obvien de determinados actos, lo cual se presenta como un límite y una 
vulnerabilidad a la presunción de inocencia, el hecho que los fiscales o jueces actúen de 
manera inversa a su legitimidad, lo cual genera una afectación de todo proceso y un 
inadecuado pronunciamiento. 
De igual forma, en estudios previos realizados a nivel nacional, se puede señalar al 
autor Espinoza (2018), en su tesis denominada “El delito de omisión a la asistencia 
familiar y la afectación a la carga de la prueba respecto a la capacidad de cumplimiento del 
imputado en el Perú”, en Ancash – Perú, donde fundamenta lo que es un claro concepto del 
problema naciente en el tratamiento penal del delito a la omisión a la asistencia familiar en 
el Perù, en donde se obvia la función y deber del Ministerio Publico para determinar la 
capacidad de cumplimiento por la que el imputado se encuentra, la cual no debe de 
eximirse, y mucho menos actuar toda función judicial bajo parámetros de la probabilidad, 
y además, agregado a ello, la conceptualización normativa es muy flexible en lo que detalla 
para el tipo penal mencionado, prescindiendo de toda acción del Fiscal al momento de 
demostrar la situación y posibilidad que tenga el imputado, lo que no genera la protección 
del bien jurídico, que es la finalidad jurídica. 
Garcés (2016), Tesis “Propuesta para modificar la revocación de la condicionalidad 
de la pena privativa de libertad en los delitos de omisión a la asistencia familiar en el 
proceso penal peruano – Arequipa 2016”, en Arequipa – Perú, argumenta que en cierto 
punto, el tipo penal subyace en el significado que la omisión a la asistencia familiar solo 
tiene sentido en el aspecto consecuente de que la sanción o pena aplicada al imputado 
permita el cumplimiento de la pensión alimentaria, ello en respuesta de un adecuado estado 
económico del imputado con el cual subsanar dicha obligación, pero que en contrario , solo 
produciría una afectación y dilación de la satisfacción de las necesidades del menor, propio 
de que se insiste en redundar en obligar al imputado a cancelar, sin sentido alguno, propio 
de no tener la capacidad para responder económicamente. En una opinión crítica a esta 
conceptualización del autor nacional, se puede perennizar que el estado económico del 
imputado en este delito es un elemento adecuado y relevante para el cumplimiento de dicha 
exigencia de la ley, por lo cual y de lo contrario se genera un daño innecesario.  
Es pertinente aportar algunas definiciones y teorías relacionadas a la presente 
investigación, de tal forma, se puede señalar que es conocido jurídicamente la 
conceptualización explicita del artículo 472 del Código Civil actual referente al concepto 
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de alimentos, el cual detalla lo consiguiente: “Es todo aquello que resulta indispensable 
para el desarrollo, sustento, vestimenta, habitación y asistencia a la salud, en contraste a la 
situación y/o capacidad de la familia”, y que en criterio de Bermúdez (2012), requiriendo 
especial consideración en aquellos alimentistas menores de edad, en quienes recae una 
mayor variedad de derechos propio de su vulnerabilidad expuesta. Conforme a Andia 
(2008), el término “Alimento” proviene del vocablo latín “Alimentum” que significa 
nutrir, he allí que tenemos una idea general del significado y fin de los alimentos. 
Chambers (2017), el estado debe reiterar el compromiso de garantizar el derecho a los 
alimentos, puesto supone que este será una obligación que incluye el hecho que toda la 
población esté libre de hambre.  
El autor Ramírez (2018), señala que, se considera por alimentos a todo lo referente 
para la manutención y estado de dependencia del menor, considerando también gastos del 
embarazo. Concernientemente en esta conceptualización, se tiene de manera más extensa 
los alcances que tiene jurídicamente los Alimentos. Así, y del mismo modo se puede 
enfatizar un concepto jurídico de los alimentos, lo cual es comentado por Sokolich (2014), 
indicando que comprende el conjunto de derechos que debe percibir por otro individuo 
según disposición imperativa de la ley, sentencia motivada judicialmente o acuerdo mutuo, 
para atender a su desarrollo como persona, vivienda, prendas o vestimenta, asistencia 
médica, formación educativa e instrucción. De igual forma, Aguilar (2014), se explaya 
señalando que se enfoca la idea que tal obligación se genera por mandato judicial o de la 
concepción de un convenio de partes, lo cual tiene la calidad de imperatividad. 
El autor penalista Salinas (2018), indica que el derecho de alimentos enerva y 
configura de manera contrapuesta otros derechos del obligado, por lo cual es que existe la 
tendencia de que este primer derecho es relativo, conllevando ello que ante el impedimento 
del obligado, se ha instaurado la transmisibilidad de la responsabilidad, que se genera con 
parientes cercanos del individuo; ante ello se esboza la posibilidad según lo señalado por 
Llanos (2016), el hecho de trasladar la responsabilidad al sujeto consiguiente según el 
orden establecido por la ley civil, conllevando ello la evasión de la vulneración del 
sustento que debe recibir el menor. Aguilar (2014), se ha establecido obligadamente que 
ante la imposibilidad del responsable de los alimentos propio de su no idónea capacidad 
económica del obligado, el código civil ha previsto la alternación de sujetos que puedan 
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cumplir tal derecho, en un afán de mantener en pie el cumplimiento de los alimentos de los 
alimentistas. 
Salinas (2018), el código civil como ley idónea en la descripción de los sujetos que 
reciben tal derecho de alimentos, siendo entendible lo que la legislación peruana en materia 
civil, señala al determinar al sujeto pasivo del deber a los alimentos, pues como se conoce 
es todo aquel menor de edad, que ante las imperantes necesidades propio de su desarrollo, 
como sujeto de derecho, necesita un sustento de sus progenitores, siendo ello que al ser 
determinado por una judicatura judicial; pero, ello no implica que solo los menores de 
edad, como hijos, son los únicos, pues a criterio de Rospigliosi (2011), (Superado los 18 
años de edad), como sujetos necesitados de un sustento, por lo cual se genera el 
condicionamiento de estos, siendo el cumplimiento de los mismos lo que permita acceder a 
tal apoyo económico de su progenitor.  
En materia penal, nuestra legislación establece en el Código Sustantivo, el artículo 
149, que a la letra señala el siguiente contenido: “El que omite cumplir su obligación de 
prestar los alimentos que establece una resolución judicial, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de tres años, o con prestación de servicio comunitario de 
veinte a cincuenta y dos jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.” Torres 
(2017), y que a criterio del autor, es obligación fundada y motivada, por la sola existencia 
de una resolución judicial. Chilton (2009), señala que se ha determinado, que todo estado 
constitucional debe verificar la seguridad en el cumplimiento de todo derecho que asiste a 
su nación, siendo ello así, el derecho alimentario requiere relevante amparo estatal. 
El articulo prescrito en el numeral 149 de nuestro código penal, subraya sobre un tipo 
penal del conjunto que conforman parte del grupo de delitos contra la familia. En un 
enfoque analítico del tipo penal, Campana (2002), se puede indagar que tal ilícito penal se 
configuraría ante el incumplimiento o acto omisivo del agente en lo referente a su deber de 
brindar la asistencia a sus hijos, propio de un mandato judicial. En términos más simples, y 
según Alfaro (2015), se entiende como agente responsable en materia penal del delito a la 
omisión a la asistencia familiar, a aquel agente que con voluntad, y sin mediar justificación 
ni causa legitima, omite en cumplir, teniendo las posibilidades así como capacidad, los 
deberes alimentarios respecto a los hijos. 
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En principio como se expone en el precepto normativo del delito omisivo 
desarrollado, y en acopio a lo versado por Alva (2014), se configuraría: i) el deber de 
prestar alimentos, ante la preexistencia de un conjunto familiar que requiera un desarrollo 
adecuado, la misma que es amparada por una sentencia judicial, la misma que la dictó, ello 
posterior a un proceso sumarísimo, ii) existencia de sentencia judicial, la misma que de 
manera fija establezca la obligación pecuniaria, siendo un deber jurídico y iii) la omisión 
del deber, la cual comprende la abstinencia en generar la satisfacción del derecho 
reclamado. Torres, siendo en genérico expresado por Gálvez (2012), se entiende a los 
delitos omisivos que aplican en base a la acción que se puede realizar pero no se hace, 
dejando en exclusión a aquellos que se encuentran con la imposibilidad de realizarlo.  
En básico, Del Águila (2016), manifiesta que el deber de asistencia en su ámbito 
general, es el bien jurídico protegido, los cuales reúnan una adecuación al bienestar 
familiar, entiéndase a este, como la obligación de generar un cumplimiento a los 
requerimientos de necesidades. En amplitud de este concepto, Aguilar (2011), en 
ampliación del principio de lesividad, se aplica la protección del bien jurídico familia en 
forma general, para que recaiga sobre todos sus vertientes dicha tutela. En merito a ello, es 
crucial señalar al sujeto obligado (Activo) de este deber de alimentos, Salinas (2015), esta 
titularidad imperativa se genera ante la existencia de tener que prestar una pensión de 
alimentos, Llanos (2011), tal deber es impuesto por orden judicial; siendo esto requisito 
necesario. Se detalla además, que el imputado tiene una conexión de parentesco con el 
sujeto que percibe los alimentos, señalándose específicamente la aplicación de dicho deber 
a los padres, abuelos, tíos, hermanos, así como el cónyuge del obligado; además de 
generalizar a todos aquellos que tengan la tutela o custodia. Peña (2015). Por otro lado, 
tenemos al beneficiario de tal obligación, el sujeto (Pasivo) agraviado o víctima, ambos 
términos refieren a aquel individuo. 
El delito en desarrollo, como reiteradas veces se ha manifestado, es aquel que se 
presenta en primer término ante el incumplimiento de pago de pensiones señalado en una 
orden judicial, y seguido de la adecuada exigencia del cumplimiento de dicho deber; y 
segundo el incumplimiento, Reyna (2011), lo cual a criterio de Torres (2015), señala que 
esta encierra varias circunstancias, como: Físicas, sociales y sobre todo económicas, por 
las cuales se encuentre el obligado, se ha determinado por ley que estos agentes no sean 
sancionados, pues en ellos existiese o no la voluntad de generar dicho derecho, esta se 
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vería imposibilitada por la circunstancia que no existe el modo ni la forma material. 
Señalado esto, es meritorio ejemplificar de manera conceptual, el tratamiento penal con el 
que se está actuando por parte del Órgano Fiscal, a propósito de ello, el autor Flores 
(2010), señala que, según se conoce el órgano fiscal es el garantizador de generar la 
persecución de los ilícitos penales, ante la comisión de acciones que vulneren bienes 
jurídicos tutelados, para el autor Gonzales (2010), el órgano fiscal tiene el deber de 
investigar e indagar, bajo los criterios de objetividad y legitimidad. 
Ahora en referente a la carga probatoria, en términos generales, Navarro (2018), se 
entiende que la carga de la prueba es de cumplimiento aplicativo por quien ciertos hechos, 
pero ello es de ocurrencia en un procedimiento dispositivo, como el del proceso civil, 
donde las partes se encargan de probar todo aquello que afirman. Empero, en el sistema 
procesal penal, el papel funcional respecto de la carga probatoria le concierne al Ministerio 
Publico (Título Preliminar Código Procesal Penal, articulo IV, inciso numero 1); por lo 
cual ante la exclamación del imputado de presunción de inocencia, no aparecería la 
obligación de demostrar por parte del mismo, pero si existe la facultad de poder hacerlo. 
En materia penalista, la teoría de la carga de la prueba actúa en su aspecto objetivo, pues 
en base del principio “in dubio pro reo”, es obligación del órgano fiscal como función legal 
encargarse del peso que contraiga la prueba.  
Siendo aplicable en la etapa preliminar, la misma que abunda la función indagatoria, 
en donde la realización del procedimiento de recaudación de pruebas de cargo es del fiscal, 
las misma que requiere primordialmente la suficiencia probatoria, la misma que supere la 
hipótesis de culpabilidad a la presunción de inocencia, o que pueda ser en caso contrario, 
siendo una actividad imparcial. A ello Villegas (2012), es bueno resaltar que, en el caso del 
delito de omisión a la asistencia familiar, ante su origen previo dispositivo civil, puede 
generar la existencia de un riesgo en la obligación de la carga de la prueba, siendo que se 
ha percibido en el ámbito del derecho en general, que ante la conjugación o la unidad del 
ordenamiento jurídico de materias como el penal, civil, administrativo, tributario, etc.; y 
que ante la complementación o acto consecutivo entre unas con otras, se genera una 
desnaturalización de la carga de la prueba, que como es de versarse en el tema 
desarrollado, el delito de omisión de asistencia familiar, en sede civil se genera la teoría de 
carga subjetiva, siendo obligación de las partes probar lo que manifiestan; y en sede penal, 
8 
la teoría de carga objetiva, la cual está relacionada con un solo individuo, Ministerio 
Publico. 
Según Heydegger (2019), la ausencia de una capacidad económica idónea, al tener la 
calidad de requisito objetivo, excluiría a la tipicidad existente en delitos como, la omisión a 
la asistencia familiar, lo cual es concerniente a un elemento de importancia, siendo 
implicante que no solo se verifique la omisión y afectación del bien jurídico, la asistencia 
familiar, sino también la prexistencia de las condiciones aptas o el poder económico para 
generar tal cumplimiento propio de un mandato. Ahora, Tapia (2012) es de señalarse, que 
la posibilidad o condición económica, es un elemento de constitución del delito de 
omisión, sea propia o impropia, lo cual en el presente delito señalado, y bajo los débiles 
parámetros de análisis y comprobación del órgano fiscal, son extintos de poderse aplicar y 
demostrar, lo cual genera la vulneración del principio de presunción de inocencia. 
La regulación jurídica de la presunción de inocencia se encuentra en el artículo 8.2) 
en la convención Americana de Derechos Humanos: “Toda sujeto imputado de un ilícito 
penal tiene derecho a que se tenga como presunta su no culpabilidad, en tanto no se 
determine bajo ley su culpabilidad”, a ello, Castillo (2018), señala que se ha instaurado la 
idea que para señalar la culpabilidad de una persona se requiere un amparo motivada y 
justificado, que sería una sentencia judicial, la misma que surtirá adecuados efecto siempre 
y cuando demuestre la suficiencia probatoria a cargo. Existe un fundamento en la 
presunción de inocencia, Mariño (2015), que resalta la protección constitucional y 
garantista, ello en mérito al derecho a la dignidad o vida digna que merece la persona 
humana; adicional a ello, Burgos (2013), refiere que se representa como un pilar 
fundamental de extensa jerarquía axiológica-valorativa, refiriendo a todo el ámbito jurídico 
que el proteger el mencionado derecho-principio, es un valor supremo y constitucional. 
La presunción de inocencia como principio tiene ciertos alcances jurídicos, que 
sobreponen el sentido de protección y objetividad en el procedimiento seguido contra el 
imputado: Garantista del proceso penal; ello en configuración de la imposición de un 
proceso amparados en garantías a pro del investigado, y ello en acorde a la aplicación y 
emisión de la normatividad objetiva y legitima que fuese expuesta para el tratamiento de 
cada caso; regla general de aplicación al investigado; ello postula al ámbito de tratamiento 
que requiere el investigado en el procedimiento penal originado primigeniamente de la idea 
base de que preexiste la no culpabilidad del sujeto agente, extinguiendo de cualquier 
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método restrictivo; directriz del juzgamiento penal lo cual redunda en la prevalencia de la 
función probatoria en el procedimiento indagatorio del investigado como del hecho, lo cual 
busca la referencia de culpabilidad sin duda alguna existente Iuris Tantum; se enfoca en la 
exclusión neta de la responsabilidad del acto reprochable penalmente, la misma que se 
vierte en el proceso penal, y que tendrá una decisión fidedigna ante un pronunciamiento 
judicial de aspecto condenatorio. 
Aunado a ello, se debe expresar algo referente a los principios, iniciando con el 
principio acusatorio, Sánchez (2016), determina que es la directriz de resguardo del 
principio protector de la inocencia, todo en cuanto es función directiva del ministerio 
público de la persecución de los hechos delictuosos, así como de recabar los elementos de 
convicción. El investigado o acusado, no está expedito de obligación de demostrar la 
licitud de la acción ejercitada, siendo la obligación instaurada en el órgano fiscal, quien 
determina así también la no responsabilidad por medios de las pruebas existentes, 
manteniéndose perenne la inocencia. 
El principio del debido proceso, Freyre (2015), el cual garantiza la calidad de no 
culpabilidad en el procedimiento penal efectuado en contra del acusado, exigiendo 
cabalmente la existencia de una sentencia resolutoria que determine la culpabilidad, 
generando la extinción de la presunción de inocencia. Detállese que en este principio se 
requiere de la razonabilidad en todo el proceso indagatorio así como la suficiencia 
probatoria. Además, del principio Indubio pro reo, Simeneh, k. (2018), señala que genera 
implicancias en la valoración aplicable a las pruebas ante la presunción de una duda 
razonable generada por la poca certeza existente y actuada, ello en aparición de los 
elementos suscitados en el tipo penal, además que existe la condición exigible de una 
idónea actividad de probanza.  
El abogado penalista Dr. César Nakazaki Servigón, en su participación en el II Pleno 
Jurisdiccional Supremo Extraordinario en materia Penal y Procesal Penal, que se llevó a 
cabo a los 21 días del mes de enero del 2018, en donde sostuvo que era necesario saber si 
en sede penal es indispensable comprobar la capacidad de aspecto económico del 
inculpado en el delito de omisión a la asistencia familiar (Litis que destaca la necesidad de 
probar), haciendo referencia que los procesos de este delito, se han trasformado en 
procesos de no obediencia a la autoridad. 
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El autor antes mencionado refiere que la condición económica se debe demostrar en 
sede fiscal penal, pese a la deficiencia probatoria de tal índole en materia civil. Siendo que 
el objeto del Proceso Civil, radica en la protección del deudor alimentario, se implanta que 
la posibilidad económica del obligado no se tiene que indagar de forma rígida, es decir, se 
genera una rareza a la base de la certeza: consecuentemente se produce un 
pronunciamiento judicial sobre la base de la mera probabilidad, lo cual seda en sede civil, 
pero es inversa en materia penal. 
El problema de la investigación es: ¿Existe una afectación del principio de 
presunción de inocencia respecto del delito de omisión a la asistencia familiar en el Perú?  
Como justificación de la presente investigación, se tiene  en aspecto social; que se 
busca el enfoque de demostrar la deficiencia en el tratamiento del delito de omisión a la 
asistencia familiar en el Perú, el cual genera una afectación del principio de presunción de 
inocencia; en aspecto teórico, se busca enfatizar en la teorías y conceptualizaciones 
jurídicas y doctrinales, de este tipo penal y respecto a su desarrollo en el Perú, los cuales 
son incorrectas y producen un menoscabo del investigado, y por último, el aspecto 
práctico, propio de que se busca mejorar y adecuar el tratamiento de este delito contra la 
familia, con la finalidad de que el comprobar la capacidad económica del imputado, sea un 
requisito objetivo de dicho tipo penal. 
Como Objetivo general se establece, determinar la existencia de la afectación del 
principio de presunción de inocencia respecto del delito de omisión a la asistencia familiar 
en el Perú. 
Como Objetivos Específicos: 1) Analizar los definiciones doctrinarios y jurídicos del 
principio de presunción de inocencia. 2) Indagar en los fundamentos generales del delito de 
omisión a la asistencia familiar en el Perú, y 3) Establecer los fundamentos críticos de la 
afectación del principio de presunción de inocencia respecto del delito de omisión a la 
asistencia familiar en el Perú. 
Como hipótesis se tiene que: El tratamiento penal correcto del delito de omisión a la 




2.1.   Tipo y diseño de investigación. 
La desarrollada investigación se enmarca en el tipo descriptivo, lo cual a criterio del 
autor Sousa (2007) señala que: “El investigador percibe por medio de la observación, 
detalla y motiva varios aspectos del fenómeno a estudiar. No existe manipulación de las 
variables o el propósito de buscar la causa-efecto con relación al fenómeno. El diseño 
descriptivo, describen lo que preexiste, fijan la frecuencia en que este hecho sucede y 
catalogan la información” 
El diseño aplicado en la investigación es no experimental. Según Carrasco (2009), 
señala que este tipo o modo de investigación se aplican para indagar y tener conocimiento 
de los caracteres, individualidades y cualidades de un fenómeno factico real en una 
establecida temporalidad. 
El autor Domínguez (2015), establece que, en el tipo de no experimental aplicado a 
toda investigación, se perciben los fenómenos de la forma verídica en que aparecieron en 
su ámbito natural, para consiguiente sintetizarlo. Se han presentado situaciones en que la 
variable dependiente aparece sin control alguno sobre la misma. 
2.2.   Operacionalización de las variables. 
Variable independiente: El delito de omisión a la asistencia familiar en el Perú. El 
tratamiento penal del delito de omisión a la asistencia familiar en el Perú, se caracteriza por 
la actuación en ultima ratio del sistema de justicia, en su afán por proteger el bien jurídico 
de la familia y específicamente el de asistencia familiar, el mismo que garantizado por 
medio de este tipo penal, y que busca la prevención de dicha vulneración contra el bien 
jurídico por medio de la sanción penal. 
Variable dependiente: Afectación del Principio de Presunción de Inocencia. El 
principio de presunción de inocencia garantiza la actuación del sistema judicial bajo 
parámetros de objetividad y legalidad, así como genera la protección del investigado en 
todo el procedimiento indagatorio para la adecuada manifestación de los órganos 
judiciales. Este principio actúa como base para la correcta aplicación del debido proceso. 
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Tabla 1. Operacionalización de las variables 
VARIABLE DEFINICIÓN DEFINICIÓN 
OPERACIONAL 
DIMENSIONES INDICADORES TÉCNICA ESCALA 
V.I. 
El Delito de 
omisión a la 
asistencia 
familiar en el 
Perú. 
Reyna (2011).Es 
aquel que se 
presenta ante el no 
cumplimiento del 
deber de pensiones 
alimenticias 
exigido por una 
orden judicial. 
El delito de omisión 
a la asistencia 
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Imputar de culpa 
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principio de 
presunción de 













  Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
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2.3.    Población, muestra y muestreo. 
Según Arias (2016), la población es el cúmulo de casos que forman parte de la 
muestra, los mismos que cuentan con un conjunto de criterios predefinidos. Para la 
presente investigación se trabajará con Fiscales Provinciales Penales del Ministerio Publico 
– Distrito Fiscal Piura, relacionados con los procesos de omisión a la asistencia familiar;
los cuales son un total de 45 fiscales. 
Por último, se debe precisar que se utilizará el muestreo no probabilístico, en su 
forma de muestreo intencional o de conveniencia. En el muestreo intencional, Palella y 
Martins, (2012) refieren que “el estudioso instaura previamente los criterios para 
seleccionar las unidades de análisis”. Se tomará como muestra a censar del derecho, 
analizando los criterios empleados por los mismos, así como los resultados emanados. En 
la presente investigación y ante la existencia de una población finita y conocida, con pocos 
elementos a censar es que aplicara a toda la población. 
Según Otzen y Manterola, (2017) señalan que la muestra intencional “faculta optar 
por casos individualizados de una población restringiendo la muestra solo a estos casos”. 
2.4.    Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad. 
En principio, se aplicó el instrumento de recolección de datos consistente en el 
cuestionario. Sobre ello, Chasteauneuf, citado por Hernández, Fernández y Baptista, 
(2014) indica que “el cuestionario reside en un grupo de interrogantes respecto de una o 
más variables con la finalidad de medirlas”. 
Por su parte, Lundberg, citado por Gómez (2009); afirmaba que: “El instrumento del 
cuestionario, forma parte importante en la investigación científica, ya que es una forma 
concreta de la técnica de observar, logrando que el investigador adecue su atención en 
ciertos aspectos y se sujete a ciertas cuestiones. El cuestionario desarrolla las vertientes del 
fenómeno que se configuran con relevancia; facilitando, además, apartar determinados 
conflictos que nos importan primordialmente; reduce la realidad a un individualizado y 
conocido número de datos importantes y genera precisión en el objeto a investigar”. 
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La validez y confiabilidad del instrumento aplicado se afirma porque fue evaluado 
por profesionales del derecho, los mismos que son expertos en la materia; todo ello en aras 
de tener respaldo de personas conocedoras del tema. El instrumento aplicado ha sido 
creado de tal manera que tengan correspondencia con los indicadores tomados en cuenta en 
la presente investigación y han sido validados por expertos en la materia como ya lo he 
referido, siendo que, en la sección final, referido a anexos se anexan las fichas de validez. 
La validación se efectúa mediante un documento conocido como constancia de 
validación, la misma que en su primera parte introductoria consta los datos del especialista 
que otorgara la validación, teniendo en cuenta los aspecto a evaluar como: Claridad, 
objetividad, actualidad, organización, suficiencia, intencionalidad, consistencia, coherencia 
y metodología; las mismas que generaran un criterio general, el cual el especialista podrá 
otorgar la calificación, la misma que se conforma por 5 niveles: En deficiente, aceptable, 
bueno, muy bueno y excelente, para posteriormente impregnar su firma en señal de su 
conformidad. 
En la presente investigación, se contó con la validación de tres (03) especialistas: 
- Mg. Fanny Milagros Moscol Pinglo, abogada especialista en Derecho Penal y 
Constitucional. 
- Dra. Rudy Angélica Córdova Rosales, abogada en Derecho Penal y Procesal 
Penal. 
- Dra. Diana Fiorella Silupu López, abogada especialista en Derecho Penal. 
Para el análisis de confiabilidad, se estableció como base la conceptualización de que 
se deba conseguir con una prueba propio del instrumento, resultados análogos cuando 
diferentes sujetos la usan, y cuando se utilizan formas alternativas de la prueba, generando 
la confiabilidad del instrumento. 
Para lo cual, en la presente investigación se procesaron las preguntas contenidas en el 
instrumento por intermedio del programa SPSS versión 25, el cual, al analizar tales 
variables y datos, se obtuvo como resultado de confiabilidad: Alfa de Crombach 0,726 con 
10 elementos; lo cual refiere que tal instrumento cuenta con una confiabilidad aceptable. 
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2.5.   Métodos de análisis de datos. 
Para Cisterna (2005) establece que, “el método hermenéutico es el accionar de reunir 
y combinar toda la información oportuna a la finalidad de estudio surgida en una 
investigación por medio de los instrumentos correspondientes, y que en principalmente 
constituye el contenido de los resultados de la investigación” 
Así mismo Cisterna (2005) precisa tres pasos, “En primer término, es la 
discriminación de los datos informativos lo que permite diferenciar lo que es pertinente de 
aquello que es inútil; después es la configuración del marco teórico como acción de 
revisión y discusión critica de la literatura especializada, actual y conducente sobre la 
temática establecida; y por último, la exegesis de la información que infiere en sí misma el 
momento hermenéutico propiamente tal, y por ello es el nivel desde el cual se construye 
conocimiento moderno en esta opción paradigmática”. 
Siendo que el análisis se efectuó por intermedio del programa Word 2013, adecuando 
la información recabada, las mismas que dan respuesta a las interrogantes las mismas que a 
su vez responden los criterios referidos a los indicadores, de los cuales han sido criterios 
determinados para la realización y procesamiento de resultados, para luego constarlos en 
tablas y gráficos.   
2.6.   Procedimiento. 
En el primer paso para la elaboración del presente estudio, se procedió con la 
recolección de datos provenientes de libros, tesis, revistas científicas y archivos de internet, 
para tal fin nos apersonamos a las bibliotecas de Derecho físicas y virtuales, así como 
diferentes sitios virtuales donde hubiera información conexa al tema, con el propósito de 
analizar todo ello y por ultimo incluirlo en la presente investigación, y además que 
permitiera la elaboración del instrumento.  
En el segundo paso, se realizó un instrumento idóneo para la recolección de datos, el 
mismo que consistía en una encuesta; la cual se utilizó para recopilar la información 
proveniente de la población de la presente investigación, siendo un instrumento que 
contaba con la validez y confiabilidad otorgada por expertos en la materia. 
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Tercer paso, se organizó los tiempos para aplicar el instrumento a la población 
censal, consistente en 45 Fiscales del Ministerio Publico Distrito Fiscal de Piura, siendo 
que en su ocupada agenda laboral, cuentan con poco tiempo para poder ser interrogados. 
Se utilizaron días de semana intercalados, en el horario de dos de la tarde a cuatro de la 
tarde, durante 2 semanas, recabando todas las encuestas. 
2.7.   Aspectos éticos. 
Esta investigación ha sido abordada en mérito a una realidad problemática actual. Se 
ha recopilado información que aborde la temática planteada, de fuentes como libros y tesis, 
así como de diferentes fuentes provenientes de internet, siendo que para plasmar tal 
información en la presente investigación se han efectuado las citas correspondientes y se 
han respetado las normas APA. Además, se ha recolectado los datos provenientes del 
instrumento, que, aunque fue realizado de manera anónima, se requirió el asentimiento de 
los encuestados para publicar sus respuestas en pro de esta investigación; en ese sentido se 
han respetado los estigmas de ética y los aspectos científicos.    
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III. RESULTADOS
Aplicado el instrumento y recabado los datos a partir de la encuesta realizada a los 
fiscales penales Ministerio Publico del Distrito Fiscal de Piura, en un total de 45 Fiscales, 
obteniéndose a partir de las 10 interrogantes distribuidas correspondientemente en cada 
uno de los 6 indicadores de las variables independiente y dependiente. 
Tabla 2.  Indicadores del cuestionario 
Indicadores Preguntas 
Delito de 
omisión a la 
asistencia 
familiar 
Nº 01: ¿Cree usted que el delito de omisión a la asistencia familiar en el 
Perú está siendo tratado penalmente de una forma incorrecta? 
Nº 02: ¿Considera usted que se realiza una negligente investigación 
preliminar en el delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù, por 
parte del órgano fiscal? 
Nº 08: ¿Usted cree que en el tratamiento penal actual de este delito y ante 
los requerimientos emplazados, se está generando un perjuicio bilateral, 
tanto al imputado como al agraviado; por no generarse una diligencia 




Nº 03: ¿Usted considera inadecuado incoar el requerimiento de proceso 





Nº 05: ¿Usted cree que, en el delito de omisión a la asistencia familiar, la 
capacidad económica del imputado es un elemento muy importante para 
un pronunciamiento penal? 
Nº 06: ¿Usted cree que debería probarse por parte del ministerio público, 
la existencia de la capacidad económica del imputado en el delito de 





Nº 04: ¿Usted cree que, ante la afectación del principio de presunción de 
inocencia, se generaría un tratamiento penal ineficiente, y posterior 
requerimiento injustificado del delito de omisión a la asistencia familiar?   
Diligencias Nº 09: ¿Considera Usted que es necesario que el ministerio público 
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eficaces realice diligencias en lo referente a verificar la capacidad económica del 
imputado en el delito de omisión a la asistencia familiar? 
Nº 10: ¿Considera usted que existen diligencias idóneas y eficaces para 
determinar la capacidad económica del imputado en el delito de omisión a 
la asistencia familiar en sede fiscal? 
Carga 
procesal 
Nº 07: ¿Considera usted que si se realiza un tratamiento penal correcto del 
delito de omisión a la asistencia familiar respecto a la capacidad 
económica del imputado se obtendría una menor carga procesal, ante la 
no presencia de un elemento de convicción necesario? 
Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
Obteniéndose a partir de dicho análisis de los datos obtenidos en merito a los 
indicadores establecidos, el siguiente porcentaje respecto de la población señalada. 
Gráfico Nº1. Delito de omisión a la asistencia familiar. 
 Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
Interpretación: En el gráfico Nº 01, se aprecia que el 78 % de encuestados, 
concernientes a 35 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
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indicador en mención, en lo referente a que se estaría realizando un tratamiento penal 
incorrecto del delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù, lo cual conlleva de 
negligencia jurídica y perjuicio en el menor e investigado, en tanto el 22 % equivalente a 
10 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, consideraron estar 
solo de acuerdo con que se realiza un tratamiento penal incorrecto. 
Gráfico Nº 2. Incoación de proceso inmediato. 
 Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
Interpretación: En el gráfico Nº 02, se aprecia que el 64 % de encuestados, 
concernientes a 29 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
calificaron de totalmente de acuerdo respecto que es Incorrecta la Incoación del proceso 
inmediato en el delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù, en tanto el 29 % 
equivalente a 13 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
consideraron estar de acuerdo con que es Incorrecta la Incoación del proceso inmediato en 
el delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù y el 7% equivalente a 3 Fiscales 
entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura calificaron de Parcialmente de 
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Gráfico Nº 3. Capacidad económica del imputado 
 Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
Interpretación: En el gráfico Nº 03, se aprecia que el 64 % de encuestados, 
concernientes a 29 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
calificaron de totalmente de acuerdo respecto que el Ministerio Publico debe probar la 
Capacidad Económica del imputado en el delito de omisión a la asistencia familiar, en 
tanto el 29 % equivalente a 13 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de 
Piura, consideraron estar de acuerdo con esta apreciación, siendo que el 5% equivalente a 2 
Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura calificaron de 
Parcialmente de Acuerdo y un 2 % equivalente 1 Fiscal Adjunto del Distrito Fiscal de 

















De Acuerdo Parcialmente de
Acuerdo
En Desacuerdo Totalmente en
Desacuerdo
Capacidad Económica del Imputado
Serie 1
21 
Gráfico Nº 4. Principio de presunción de inocencia. 
 Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
Interpretación: En el gráfico Nº 04, se aprecia que el 53 % de encuestados, 
concernientes a 29 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
calificaron de totalmente de acuerdo en lo referente a la existencia de una Afectación del 
Principio de Presunción de inocencia propio del tratamiento penal del delito de omisión a 
la asistencia familiar en el Perù, en tanto el 36 % equivalente a 16 Fiscales entre 
Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, consideraron estar de acuerdo a la 
existencia de una Afectación del Principio de Presunción de inocencia propio del 
tratamiento penal del delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù y el 11 % 
equivalente a 5 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura 
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Gráfico Nº 5. Diligencias eficaces 
 Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
Interpretación: En el gráfico Nº 05, se aprecia que el 53 % de encuestados, 
concernientes a 24 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
calificaron de totalmente de acuerdo en lo referente a la existencia de Diligencias Eficaces 
para la demostración de la capacidad económica del imputado en el delito de omisión a la 
asistencia familiar en el Peru, en tanto el 42 % equivalente a 19 Fiscales entre Provinciales 
y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, consideraron estar de acuerdo la existencia de 
Diligencias Eficaces para la demostración de la capacidad económica del imputado en el 
delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù y el 5 % equivalente a 2 Fiscales entre 
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Gráfico Nº 6. Carga procesal 
 Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos. 
Interpretación: En el gráfico Nº seis, se aprecia que el 67 % de encuestados, 
concernientes a 30 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
calificaron de totalmente de acuerdo en lo referente a que se generaría una menor carga 
procesal de los casos del delito de omisión a la asistencia familiar ante la demostración de 
la capacidad económica del imputado por parte del ministerio público, en tanto el 31 % 
equivalente a 14 Fiscales entre Provinciales y Adjuntos del Distrito Fiscal de Piura, 
consideraron estar de acuerdo se generaría una menor carga procesal de los casos del delito 
de omisión a la asistencia familiar ante la demostración de la capacidad económica del 
imputado por parte del ministerio público y el 2 % equivalente a 1 Fiscales Provincial del 
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En la presente investigación, y propio del instrumento aplicado se ha verificado el 
siguiente resultado, que un 54 % de los encuestados, han determinado la existencia de una 
Afectación del Principio de Presunción de inocencia propio del tratamiento penal del delito 
de omisión a la asistencia familiar en el Perú, ello ante la imposición de tal tratamiento 
arraigado a elementos de probabilidad, exonerándose de la obligación del órgano fiscal de 
determinar fundamentos que cumplan con el fin de tutelar el bien jurídico protegido por el 
tipo penal desarrollado. 
Lo cual en criterio comparativo a lo señalado por el autor García (2016), en su 
estudio realizado sobre “La Falta de Ordenamientos Legales en el Establecimiento justo de 
la Pensión Alimenticia Provisional”, donde se verifico como resultados generales 
argumentados, que una vez iniciado un proceso de alimentos, se ha encontrado con la 
realidad de la existencia de un problema muy crítico, pues un tercer supuestamente 
imparcial, llamado juez; el cual bajo su convicción generada por los elementos existentes 
versa su voluntad, para adecuar todo parámetro judicial a favor del interés superior del 
menor, discriminando el estado económico actual de los obligados a los que se les requiere 
el cumplimiento, observándose una vulneración del principio procesal base, la igualdad 
conjuntamente con la presunción de inocencia. 
En el punto concerniente a la capacidad económica del imputado en el delito de 
omisión a la asistencia familiar, en la presente investigación se ha obtenido como resultado 
que un total de 64 % de los encuestados determinan que se debe probar la Capacidad 
económica del imputado en el delito de omisión a la asistencia familiar, por parte de los 
Fiscales Penales, lo cual conllevaría a ser un elemento de convicción objetivo que cumpla 
con los presupuestos del tipo penal, verificando la existencia de una condición adecuada o 
no. 
Percibiendo una similitud a los resultados señalados por el autor Espinoza (2018), en 
su tesis denominada “El delito de omisión a la asistencia familiar y la afectación a la carga 
de la prueba respecto a la capacidad de cumplimiento del imputado en el Perú, donde 
fundamenta lo que es un claro concepto del problema naciente en el tratamiento penal del 
delito a la omisión a la asistencia familiar en el Perú, en donde se obvia la función y deber 
del Ministerio Publico para determinar la capacidad de cumplimiento por la que el 
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imputado se encuentra, la cual no debe de eximirse, y mucho menos actuar toda función 
judicial bajo parámetros de la probabilidad, versando que una mayoría porcentual de los 
interrogados a lo referente de dicha función y obligación del órgano fiscal referente a 
probar la capacidad económica del imputado, han señalado que es necesario y aceptable 
que dicho órgano genere una actuación e investigación diligente a pro de probar y conocer 
dicha condicionalidad económica. 
Como otro resultado, se ha determinado que el delito de omisión a la asistencia 
familiar, para su correcto tratamiento, requiere la presencia de la comprobación de la 
capacidad económica del imputado, siendo que en la presente investigación se ha generado 
que un 53 % de los encuestados está totalmente de acuerdo que la capacidad económica es 
un requisito necesario y obligatorio, el mismo que debe probarse mediante diligencias 
pertinentes del órgano fiscal, no pudiendo efectuar pronunciamiento sin la existencia de 
dicho elemento. 
A lo cual, se asemeja a lo señalado por Heydegger (2019), la ausencia de una 
capacidad económica idónea, al tener la calidad de requisito objetivo, excluiría a la 
tipicidad existente en delitos como, la omisión a la asistencia familiar, lo cual es 
concerniente a un elemento de importancia, siendo implicante que no solo se verifique la 
omisión y afectación del bien jurídico, en lo referente a este concepto teórico jurídico. 
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V. CONCLUSIONES 
1. Se ha podido verificar y demostrar la existencia de la afectación del principio de
presunción de inocencia respecto del delito de omisión a la asistencia familiar en el
Perú. Ello en mérito a que no se demuestra la capacidad económica del imputado,
generando una vulneración del principio limitante a todo proceso indebido, como es
el principio de presunción de inocencia.
2. Además, referente a la hipótesis se ha confirmado que el tratamiento penal correcto
del delito de omisión a la asistencia familiar en el Perú, evitaría la afectación del
principio de presunción de inocencia.
3. El delito de omisión a la asistencia familiar, en un análisis jurídico, se ha podido
enfatizar que requiere del cumplimiento conceptual de todo delito omisivo, es
decir, el cumplimiento de los elementos objetivos, y que ante ello requiere la
existencia de medios de prueba que generen una certeza jurídica propio del
Derecho Penal.
4. Como síntesis sobre el principio de presunción de inocencia, se ha verificado que el
incumplimiento del elemento relevante sobre la capacidad o condición económica
del imputado, infiere de manera trasversal y notoria respecto del proceso penal,
desnaturalizándolo y produciendo la afectación del principio en mención; propio de
no generar la adecuación de la carga de la prueba en el delito de omisión a la
asistencia familiar por parte del Ministerio Público.
5. En cuanto a los resultados, se ha concluido como el más relevante, los resultados
obtenidos referente al indicador del Delito de Omisión a la Asistencia Familiar, en
donde el 78 % de encuestados, siendo una mayoría porcentual, calificaron que se
estaría realizando un tratamiento penal incorrecto del delito de omisión a la
asistencia familiar en el Perú, lo cual conlleva de negligencia jurídica y perjuicio en
el menor e investigado.
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VI. RECOMENDACIONES
1. Al Ministerio Público, para que en base a los criterios ya mencionados y
demostrados de la existencia de una afectación del principio de presunción de
inocencia respecto del delito de omisión a la asistencia familiar; se realice la
planeación y ejecución de diligencia especificas procesales del órgano fiscal, en lo
referente a demostrar la capacidad económica del imputado, siendo que las
existentes son ineficientes o no se aplican.
2. Se recomienda además, a los legisladores que se efectúen adecuaciones al delito de
omisión a la asistencia familiar en lo referente a generar una actuación del órgano
fiscal, a fin de adecuar el tipo penal al cumplimiento de la protección del bien
jurídico tutelado, por intermedio de establecer la necesidad de demostrarse la
capacidad económica del imputado y además, establecer un nuevo criterio de
penalización sobre la inhabilitación conforme al artículo 36 del Código Penal, a fin
de que se genere otro medio idóneo para el cumplimiento de los alimentos.
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MATRIZ DE CONSISTENCIA LÓGICA 
Tabla 3. Matriz de consistencia lógica. 








omisión a la 
asistencia 
familiar en el 
Perù?  
Se tiene que el tratamiento penal 
actual del delito de omisión a la 
asistencia familiar está 
ocasionando una afectación del 
principio de presunción de 
inocencia, en cuanto no se 
genera un acto indagatorio por 
parte del órgano fiscal por el 
cual debe tener convicción y 
demostrar la capacidad del 
imputado en este delito, 
produciendo el daño bilateral del 
derecho del imputado y el 
agraviado. 
General 
Determinar la existencia de la afectación del 
principio de presunción de inocencia respecto del 
delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù. 
Específicos 
1) Analizar los conceptos doctrinarios y
jurídicos del principio de presunción de inocencia. 
2) Indagar los fundamentos generales del
delito de omisión a la asistencia familiar. 
3) Establecer los fundamentos críticos del
tratamiento penal actual del delito de omisión a la 
asistencia familiar. 
Variable independiente: 
Delito de Omisión a la 
Asistencia Familiar. 
Variable independiente 
Afectación del Principio de 
Presunción de Inocencia. 
Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos 
34 
MATRIZ DE CONSISTENCIA METODOLÓGICA 
Tabla 4. Matriz de consistencia metodológica. 
Fuente: Elaborado por Darwin Alonso Chinchay Santos 
























consulta de expertos. 
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INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
CUESTIONARIO A FISCALES PENALES DE LA FISCALÍA 
PROVINCIAL PENAL CORPORATIVA DE PIURA 
AFECTACIÓN DEL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA RESPECTO 
DEL DELITO DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR EN EL PERÚ. 
Objetivo: Determina la existencia de una afectación del principio de presunción de 
inocencia respecto del delito de omisión a la asistencia familiar en el Perú, por medio de 
las opiniones de los fiscales penales de la fiscalía provincial penal de Piura. 
Consigna: El cuestionario que se relaciona persigue el determinar la existencia de una 
afectación del principio de presunción de inocencia respecto del delito de omisión a la 
asistencia familiar en el Perú. Su aporte conceptual y jurídico brindara un apoyo al criterio 
de la existencia de dicha afectación en el principio en mención.  
Datos Generales del fiscal encuestado: 
Cargo: Fiscal Provincial ______________ Fiscal Adjunto Provincial _______________ 
Categoría Académica o Grado: Licenciado(a) _____Maestría______ 
Doctorado________ 
Despacho Fiscal: ___________ 
A continuación, se describen un conjunto de preguntas tendentes a recabar su opinión 
jurista pretendiendo establecer la existencia de la afectación del principio de presunción de 
inocencia respecto del delito de omisión a la asistencia familiar en el Perú.  
1. ¿Cree usted que el delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù está
siendo tratado penalmente de una forma incorrecta?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
2. ¿Considera usted que se realiza una negligente investigación preliminar en el
delito de omisión a la asistencia familiar en el Perù, por parte del órgano
fiscal?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
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c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
3. Ante los casos de omisión a la asistencia familiar ¿Usted considera inadecuado
incoar el requerimiento de proceso inmediato sin realizar ninguna diligencia
extra en sede fiscal?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
4. ¿Usted cree que, ante la afectación del principio de presunción de inocencia, se
generaría un tratamiento penal ineficiente, y posterior requerimiento
injustificado del delito de omisión a la asistencia familiar?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
5. ¿Usted cree que, en el delito de omisión a la asistencia familiar, la capacidad
económica del imputado es un elemento muy importante para un
pronunciamiento penal?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
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6. ¿Usted cree que debería probarse por parte del ministerio público, la
existencia de la capacidad económica del imputado en el delito de omisión a la 
asistencia familiar, con el fin de determinar su imputación penal? 
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
7. ¿Considera usted que si se realiza un tratamiento penal correcto del delito de
omisión a la asistencia familiar respecto a la capacidad económica del
imputado se obtendría una menor carga procesal, ante la no presencia de un
elemento de convicción necesario?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
8. ¿Usted cree que en el tratamiento penal actual de este delito y ante los
requerimientos emplazados, se está generando un perjuicio bilateral, tanto al
imputado como al agraviado; por no generarse una diligencia adecuada para
determinar la capacidad económica del imputado?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
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9. ¿Considera Usted que es necesario que el ministerio publico realice diligencias
en lo referente a verificar la capacidad económica del imputado en el delito de
omisión a la asistencia familiar?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
10. ¿Considera usted que existen diligencias idóneas y eficaces para determinar la
capacidad económica del imputado en el delito de omisión a la asistencia
familiar en sede fiscal?
a) Totalmente de acuerdo
b) De acuerdo
c) Parcialmente de acuerdo
d) En desacuerdo
e) Totalmente en desacuerdo
Observaciones: 
_________________________________________________________________________
_________________________________________________________________________
_______________________________________________________________________ 
